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A través del Decreto N° 928/2017 se autorizó la venta de los siguientes 

inmuebles fundándose en el Decreto Ley N° 22.423:  
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A través del Decreto N° 355/2018 se autorizó la venta de los siguientes 

inmuebles fundándose en el Decreto Ley N° 22.423:  
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A través del Decreto N° 1088/2018 se autorizó la venta de los siguientes 
inmuebles fundándose en el Decreto Ley N° 22.423:  
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A través del Decreto N° 345/2019 se autorizó la venta de los siguientes 
inmuebles fundándose en el Decreto Ley N° 22.423:  
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A través del Decreto N° 518/2019 se autorizó la venta de los siguientes 
inmuebles fundándose en el Decreto Ley N° 22.423:  
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El ex presidente, Sr. Mauricio Macri, firmó estos decretos amparándose 
en el Decreto Ley N° 22.423. El Decreto-Ley N° 24.323 fue “sancionada” en el 
año 1981 por la Dictadura militar que ostentaba el Gobierno de la Nación. 

 
El art. 67 de la Constitución de 1853, vigente en 1981, establecía entre las 

atribuciones del Congreso Nacional la de “disponer del uso y de la enajenación 
de las tierras propiedad del estado Nacional”, con la reforma constitucional de 
1994 el art. 75 inc. 5 mantuvo dicha prescripción, por lo tanto el único poder 
competente para proceder a la disposición de un bien propiedad del Estado 
Nacional es el propio Congreso Nacional. 

 
Ahora bien, como es de público conocimiento, durante esos años el 

funcionamiento de las Cámaras de representantes se encontraba limitada, y ante 
la necesidad de que determinadas actividades estatales continuaran con cierta 
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normalidad se sanciono la ley N° 22.423 que facultaba al PEN al enajenar bienes 
de dominio privado del estado y a su vez establecía que los procedimientos de 
enajenación debían realizarse a través de entidades bancarias oficiales, en este 
caso el Banco de la Ciudad de Buenos Aires. 

 
La Reforma Constitución Nacional del año 1994 modificó las condiciones 

del Congreso para delegar sus facultades al Poder Ejecutivo en su art. 76.  
 
Por otra parte, en la Cláusula Transitoria Octava dispuso que:  
 

"Octava. La legislación delegada preexistente que no contenga 
plazo establecido para su ejercicio caducará a los cinco años de la 
vigencia de esta disposición excepto aquella que el Congreso de la 
Nación ratifique expresamente por una nueva ley". 

 
La facultad delegada que consta en el Decreto-Ley N° 22.423 no tiene un 

plazo establecido para su ejercicio, por lo tanto, resulta aplicable la cláusula 
transitoria octava de la Constitución Nacional. Es decir, se prorrogó por cinco 
años la vigencia de la ley N° 22.423.  

 
Vencido este plazo diversas leyes nacionales fueron prorrogando el plazo 

de vigencia de la legislación delegada preexistente a la reforma de la 
Constitución de 1994. Así, puede hacerse referencia a las leyes N° 25.148 (desde 
el 23 de agosto de 1999, por el plazo de tres años), N° 25.645 (del 24 de agosto 
de 2002 por el plazo de dos (2) años), N° 25.918 (del 24 de agosto de 2004 por el 
plazo de dos años),  N° 26.135 (a partir del 24 de agosto de 2006 por el plazo de 
tres años), N° 26.519 (a partir del 24 de agosto de 2009, por el plazo de un (1) 
año). 

 
En 2009, con la sanción de la Ley N° 26.519 se crea una Comisión de 

Seguimiento.  
 

"Art. 2.– Créase en el ámbito del Congreso Nacional una comisión 
bicameral especial, integrada por ocho (8) senadores y ocho (8) 
diputados, elegidos por las Honorables Cámaras de Senadores y 
Diputados de la Nación, respetando la pluralidad de la representación 
política de cada Cámara cuyo presidente será designado a propuesta 
de la primera minoría parlamentaria. 
Art. 3.– Dicha comisión tendrá como misión y tarea revisar, estudiar, 
compilar y analizar dentro de los doscientos cuarenta (240) días 
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
prorrogables por treinta (30) días si resultare necesario y así lo 
decidiesen por mayoría los miembros de la comisión bicameral 
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especial, la totalidad de la legislación delegante preexistente en virtud 
de la disposición transitoria octava de la Constitución Nacional Ver 
Texto , con la finalidad de elevar a conocimiento del presidente de 
cada Cámara antes de expirar su plazo, y no más allá del 30 de junio 
de 2010, un informe final conteniendo conclusiones idóneas. El 
informe se pondrá a disposición de todos los bloques. 
Entre otros puntos, el informe debe analizar: 
a) Cuáles son las leyes que delegan facultades; 
b) Cuáles de ellas están vigentes; 
c) Cuáles fueron modificadas, derogadas o son de objeto cumplido; 
d) Si las materias se corresponden con lo regulado en el art. 76 Ver 
Texto de la Constitución Nacional. 
Art. 4.– La comisión dictará su reglamento de funcionamiento interno 
y establecerá su estructura de acuerdo con las disposiciones de esta 
ley. Ante una falta de previsión en el reglamento interno y en todo 
aquello que es procedente, son de aplicación supletoria los 
reglamentos de las Cámaras de Senadores y Diputados, prevaleciendo 
el reglamento del Cuerpo que ejerce la presidencia durante el 
momento en que es requerida la aplicación subsidiaria. 
Art. 5.– Para cumplir su cometido, la comisión deberá conformar un 
equipo técnico-jurídico con profesionales de reconocido prestigio y 
experiencia legislativa. El equipo deberá funcionar en el ámbito del 
Congreso Nacional. 
El equipo deberá entregar informes parciales cada mes sobre el 
avance del trabajo encargado, al plenario de cada una de las cámaras 
y a todos los bloques, en soporte digitalizado". 

 
A pesar de que se conformó el equipo técnico-jurídico y la Comisión se 

expidió, el Congreso no prorrogó nuevamente la vigencia de la legislación 
delegada preexistente a la reforma de la Constitución de 1994. Por lo tanto, Por 
lo tanto, en agosto del año 2010 caducó toda la legislación delegada 
preexistente que no contenía plazo establecido para su ejercicio.  

 
Entre ellas, caducó del Decreto Ley N° 22.423 porque es preexistente a la 

Reforma Constitucional del año 1994 y porque no tiene plazo determinado 
para su ejercicio. 

 
Para sumar más elementos a la no vigencia de la ley 22.423, luego de 15 

años de un proceso de auditoría legislativa, el Congreso sancionó el Digesto por 
Ley 26.939. El repertorio completo de leyes argentinas incluye asombrosamente 
como ley vigente a la ley 22.423, cuando esta había perdido su vigencia por no 
ser prorrogada en el año 2010. 
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Pero el Digesto Jurídico Argentino no se encuentra vigente, por lo tanto, 
tampoco puede considerarse que éste nuevamente otorgó vigencia al último 
párrafo del art. 60 de la Ley N° 24.156. 
 
 ¿Por qué no se encuentra vigente el Digesto Jurídico Argentino? 

 
En fecha 26 de abril de 2018, el Doctor Daniel Gustavo Ayoroa, Subdirector 

del Digesto Jurídico Argentino, y el doctor Mario Luna, Secretario Administrativo 
y Técnico de la Comisión Bicameral Permanente del Digesto Jurídico Argentino, 
informaron al Observatorio del Derecho a la Ciudad y a la Asamblea Parque 
Cultural Estación Colegiales que el Digesto Jurídico Argentino no se encuentra 
vigente. Es decir, el DJA no pudo nuevamente dar vigencia al último párrafo del 
art. 60 de la Ley N° 24.156 porque no tiene existencia jurídica. 
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En dicha respuesta se expresó que: 
 

"A) La Comisión Bicameral nos ha remitido oportunamente las 
observaciones recibidas, en el marco de los artículos 21, 22 y 23 de la 
ley N° 26.939, y la Dirección de Información Parlamentaria se abocó 
al estudio de las mismas realizándose las recomendaciones 
correspondientes en tiempo y forma. En total, se recibieron 70 
presentaciones externas con cerca de 5.116 observaciones a las 
cuales deben sumarse 2.449 observaciones internas, realizadas por la 
Dirección de Información Parlamentaria, en un universo cercado a las 
2.400 normas involucradas. 
Finalmente, el 3 de noviembre de 2014 se remitió a la Comisión 
Bicameral del Digesto Jurídico Argentino el informe de las 
Recomendaciones de la Dirección de Información Parlamentaria 
respecto del conjunto de las Observaciones al Digesto Jurídico 
Argentino presentadas hasta el 31 de octubre de 2014. 
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B) De acuerdo a lo notificado oportunamente el día 23 de junio de 
2015, la Comisión Bicameral emitió un dictamen resolutivo, mediante 
el cual tomó en consideración las recomendaciones elevadas por la 
Dirección de Información Parlamentaria, en relación a las 
observaciones presentadas. 
Cabe destacar que posteriormente, la Comisión Bicameral emitió la 
Orden del Día 2765/2015, el 25 de noviembre de 2015, que contenía 
la modificación de los anexos en base a las observaciones resueltas y 
su actualización al 31 de agosto de 2015. 
C)La versión definitiva del Digesto Jurídico Argentino no ha sido 
publicada en el Boletín Oficial, toda vez que el proyecto de ley que 
aprobaba esa versión no fue sancionado por el Congreso. 
 
Al respecto, cabe aclarar lo siguiente: según lo dispuesto por la Ley 
N° 26.939, los textos incorporados como Anexos fueron sometidos 
a observaciones y resueltas las mismas debían publicarse la versión 
definitiva, circunstancia que no se cumplió ya que el Proyecto de 
Ley modificatorio de la Ley 26939 (Expediente 5782-D-2015) que 
fue sometido a aprobación de ambas Cámaras, sólo contó con la 
sanción de la Honorable Cámara de Diputados. 
Por esto es que entendemos que no se encuentra vigente el Digesto 
Jurídico Argentino (DJA) hasta tanto sea sancionada la ley y se 
disponga la publicación definitiva. Cabe aclarar que sí se encuentra 
vigente la ley 26939. 
La confusión sobre la vigencia del Digesto y la Versión Definitiva es 
que el artículo 23 de la ley 26939 determina: "Transcurrido el 
período de ciento ochenta días corridos y resueltas las 
observaciones, se dispondrá la publicación en el Boletín Oficial de la 
versión definitiva del Digesto Jurídico Argentino". Pero lo que ocurrió 
es que la Comisión aprobó un Proyecto de modificación de la Ley N° 
26.939 y el texto con observaciones y corregido del DJA, que fue 
aprobado por la Cámara de Diputados y remitido al Senado para su 
consideración. En resumen, la Comisión resolvió no dictar una 
Resolución como determina el artículo 22 de la ley 26939 sino que 
estimó conveniente proponer la modificación de la ley y por ello el 
texto del DJA no entró en vigencia". (El resaltado no se encuentra en 
el original) 
 
 
En lo que aquí interesa, el art. 20 estableció que luego de sancionada la ley 

de digesto se abriría un período de ciento ochenta (180) días corridos en los que 
la Comisión Bicameral Permanente del Digesto Jurídico Argentino daría a 
publicidad el contenido del Digesto Jurídico Argentino a efectos de recibir 
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consultas y observaciones respecto de la consolidación del texto o la vigencia de 
una ley incluida en el Digesto. 

 
Concluido dicho plazo y resueltas las observaciones, se dispondría la 

publicación en el Boletín Oficial de la versión definitiva del Digesto Jurídico 
Argentino. 

 
Ahora bien, dicho plazo ha transcurrido a fines del año 2015. El día 5 de 

noviembre de 2015 la Comisión Bicameral Permanente del Digesto Jurídico 
Argentino se reunió a fin de dictaminar respecto de la situación en relación al 
proyecto de ley definitivo. En dicha reunión se informó, entre otras cuestiones, 
que de las 6.000 observaciones recibidas por la comisión en la última reunión del 
6 de junio de dicho año fueron incluidas en el Digesto Jurídico 4.550. 

 
En esa oportunidad algunos Diputados y Senadores consultaron respecto 

de la consolidación del texto definitivo, y se les respondió con buen tino que 
hasta su publicación en el Boletín Oficial las modificaciones no tendrían 
vigencia. 

 
Podemos discutir sobre el procedimiento de Digesto y su necesidad para 

un ordenamiento jurídico vapuleado y desordenado a través de los años, debate 
académico y parlamentario que sin dudas puede resultar enriquecedor, pero en 
el caso concreto podemos observar que existe una ley que perdió su vigencia y 
que el Digesto en su “segunda y definitiva” lectura aún no está cerrado porque 
el texto consolidado nunca fue publicado. Esto nuevamente demuestra que la 
ley N° 22.423 no se encuentra vigente. 

 
 En consecuencia, el Poder Ejecutivo no contaba con autorización legal 
para autorizar y ejecutar la venta de decenas de inmuebles del Estado Nacional 
a través de estos decretos.  
 
 El inciso 5 de art. 75 de la Constitución Nacional dispone que corresponde 
al Congreso “Disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad 
nacional". El Congreso de la Nación no autorizó ni aprobó la venta de estos 
inmuebles.  
 
  
II.B. TRANSFERENCIA DE TIERRAS PÚBLICAS NACIONALES A LA CIUDAD DE 
BUENOS SIN AUTORIZACIÓN DEL CONGRESO. 

 
II.B.1. A través del Decreto N° 87/2019, el ex presidente, Sr. Mauricio Macri,  
autorizó a la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO, en los 
términos del artículo 8º, inciso 7 del Decreto Nº 1382 del 9 de agosto de 2012 y 
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sus modificatorios, a transferir los inmuebles del ESTADO NACIONAL que se 
detallan en el ANEXO IF-2019-04933996-APN-AABE#JGM conforme lo dispuesto 
en el CONVENIO MARCO suscripto entre el MINISTERIO DE TRANSPORTE de la 
NACIÓN, la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO y el 
GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES del 23 de noviembre 
de 2018. 
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 El artículo 8º, inciso 7 del Decreto Nº 1382 establece que serán funciones 
de la AGENCIA DE ADMINISTRACION DE BIENES DEL ESTADO “(t)ransferir y 
enajenar, previa autorización pertinente conforme la normativa vigente, bienes 
inmuebles desafectados del uso con el fin de constituir emprendimientos de 
interés público, destinados al desarrollo y la inclusión social, en coordinación con 
las áreas con competencia específica en la materia”. 
 
 Conforme a la normativa vigente, la disposición del uso y de la 
enajenación de las tierras de propiedad nacional corresponden al Congreso de la 
Nación. Así lo establece el inciso 5 de art. 75 de la Constitución Nacional. 
 
 Esta disposición de bienes inmuebles del Estado Nacional se operativizó a 
través del CONVENIO MARCO suscripto entre el MINISTERIO DE TRANSPORTE de 
la NACIÓN, la AGENCIA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DEL ESTADO y el 
GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES del 23 de noviembre 
de 2018. 
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II.B.2. A través del Convenio suscripto entre el Ministerio de Transporte de la 
Nación, la Agencia de Administración de Bienes del Estado, el Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Autopistas Urbanas S.A., registrado en 
esta Jurisdicción bajo el N° RL-35551010-2019-DGEGRAL, y el Boleto de 
Compraventa correspondiente, registrado en esta Jurisdicción bajo el N° RL-
37047384-2019-DGEGRAL, se transfirieron de nación a la ciudad ocho (8) 
inmuebles de distintos playones ferroviarios ubicados en la ciudad.  
 
 Este convenio fue firmado el 13 de noviembre de 2019.  
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La venta de estos inmuebles se autorizó a través del Decreto N° 355/2018, 

que como ya se demostró con anterioridad, no tuvieron aprobación del Congreso 
de la Nación.  
 
II.C. VIOLACIÓN DE LA Ley 25.917 de REGIMEN FEDERAL DE RESPONSABILIDAD 
FISCAL.  
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El art. 15 bis de la Ley N° 25.917, modificado por Ley N° 27.428, dispuso 
que en los últimos dos trimestres del año de fin de mandato estará prohibida 
cualquier disposición legal o administrativa excepcional que implique la 
donación o venta de activos fijos. 

 
Los inmuebles son activos fijos, por lo tanto, no podría disponerse de 

ellos en los últimos seis meses del mandato presidencial.  
 
A continuación, se detallan ventas de inmuebles realizadas por la AABE y 

por Playas Ferroviarias de Buenos Aires S.A. sin respetar el art. 15 bis de la Ley 
N° 25.917. 

 
II.C.1. En este período fue firmado el Convenio suscripto entre el Ministerio de 
Transporte de la Nación, la Agencia de Administración de Bienes del Estado, el 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Autopistas Urbanas S.A., 
registrado en esta Jurisdicción bajo el N° RL-35551010-2019-DGEGRAL, y el 
Boleto de Compraventa correspondiente, registrado en esta Jurisdicción bajo el 
N° RL-37047384-2019-DGEGRAL, se transfirieron de nación a la ciudad ocho (8) 
inmuebles de distintos playones ferroviarios ubicados en la ciudad (detallado 
en el punto II.B.2. del presente escrito. 
 

Este convenio fue firmado el 13 de noviembre de 2019. 
 
II.C.2. También, en este período, se firmó, en fecha 11 de noviembre de 2019, el 
Convenio suscripto entre Playas Ferroviarias de Buenos Aires S.A. y el Gobierno 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires registrado en esta Jurisdicción bajo el 
N° RL-35123331-2019-DGEGRAL, por el cual se vendieron a la Ciudad de Buenos 
Aires diez (10) inmuebles correspondientes a los playones ferroviarios de 
Caballito y Palermo. 
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II.D. VIOLACIÓN DE LA Ley N° 27.098 de Régimen de Promoción de los Clubes 
de Barrio y de Pueblo.  
 
 El art. 18 de la Ley N° 27.098 establece que de asegurarse el derecho a la 
propiedad para aquellos clubes de barrio y de pueblo que tengan sus sedes 
construidas en terrenos fiscales.  
 
 A través del Decreto N° 355/2018 y el Convenio suscripto entre el 
Ministerio de Transporte de la Nación, la Agencia de Administración de Bienes 
del Estado, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Autopistas 
Urbanas S.A., registrado en esta Jurisdicción bajo el N° RL-35551010-2019-
DGEGRAL, y el Boleto de Compraventa correspondiente, registrado en esta 
Jurisdicción bajo el N° RL-37047384-2019-DGEGRAL; se transfirieron dos parcelas 
ubicadas en la Av. Brasil N° 16/20 a la Ciudad de Buenos Aires. 
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 Una de dichas parcelas actualmente está ocupada por el Darling Tennis 
Club. Este Club cuenta con permiso otorgado hace décadas para el desarrollo de 
sus actividades.  
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En esta imagen, el sector rojo (B) es la parcela vendida por el Estado 
Nacional a la Ciudad de Buenos Aires y que actualmente está ocupada por el Club 
Darling Tennis.  

 
En cumplimiento del art. 18 de la Ley N° 27.098 esta parcela debió ser 

transferida en propiedad al Club y transferírsela al GCBA.  
 
Por su parte, a través de la Ley N° 6.290 de la Ciudad, el GCBA decidió 

poner en venta esta parcela.  
 
II.E. VIOLACIÓN DEL DECRETO N° 202/2017 QUE REGULA SOBRE EL CONFLICTO 
DE INTERÉS 
 

La Sindicatura General de la Nación envió a la Oficina Anticorrupción y a la 
Jefatura de Gabinete de Ministros un informe que cuestiona la adjudicación del 
Paseo de la Infanta por parte de la Agencia de Administración de Bienes del 
Estado (AABE) en la anterior gestión de gobierno. 

 
Puntualmente, SIGEN denuncia un conflicto de intereses que ya había sido 

resuelto por el organismo mediante un informe del 2 de diciembre pasado, a 
través del cual respondía a una consulta del ex titular de la AABE, Ramón Lanús. 

 
Lanús había solicitado un dictamen a SIGEN, luego de que un oferente 

informara, en el marco del proceso licitatorio, un supuesto conflicto de intereses 
con el ex responsable de AABE, con quien había mantenido una disputa judicial. 

 
Ante la consulta de Lanús, SIGEN había ratificado la existencia del 

conflicto a través de un dictamen técnico interno, señalando que el funcionario 
no estaba habilitado para poder firmar la adjudicación. Sin embargo, y a 
contramano del resultado de esa consulta, el proceso avanzó y Lanús no esperó 
la respuesta de la SIGEN. 

 
Finalmente, el 9 de diciembre de 2019, a un sólo día de dejar su cargo, el 

ex titular de AABE firmó el contrato de concesión del Paseo de la Infanta por el 
término de 10 años en favor de la firma Estación Rosedal S.A., incumpliendo con 
varios alcances del Decreto 202/2017 del Ejecutivo Nacional. 

 
En este sentido, el Síndico General de la Nación, Carlos Antonio Montero 

enfatizó: “Desde todo punto de vista, el ex titular de AABE no estaba en 
condiciones normales de poder dictar el acto, incluso había solicitado un 
dictamen a la SIGEN y sin esperar su despacho firmó la adjudicación. Pero más 
allá de esto, y en forma paralela al conflicto de intereses, se incumplieron otras 
cuestiones de la norma regulatoria”. 
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El Paseo de la Infanta es un polo comercial, ubicado en los bosques de 

Palermo, que cuenta con unos 15 establecimientos que estaban con una 
concesión “vencida e irregular", y que fue revocada por decisión de la justicia. 
Permanecía en manos privadas desde 1993. La nueva licitación fue ganada por 
Estación Rosedal S.A. 

 
 

III. SOLICITA MEDIDA CAUTELAR 
 
 
 Se solicita se dicte como Medida Cautelar la suspensión de los efectos de: 
a. Los Decretos N° 255/2017, N° 928/2017, N° 355/2018, N° 1088/2018, N° 
87/2019, N° 345/2019 y N° 518/2019; 
 
b. Del Convenio suscripto entre el Ministerio de Transporte de la Nación, la 
Agencia de Administración de Bienes del Estado, el Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y Autopistas Urbanas S.A., registrado en esta 
Jurisdicción bajo el N° RL-35551010-2019-DGEGRAL, y el Boleto de Compraventa 
correspondiente, registrado en esta Jurisdicción bajo el N° RL-37047384-2019-
DGEGRAL. 
 
c. Del Convenio suscripto entre Playas Ferroviarias de Buenos Aires S.A. y el 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires registrado en esta Jurisdicción 
bajo el N° RL-35123331-2019-DGEGRAL, por el cual se vendieron a la Ciudad de 
Buenos Aires diez (10) inmuebles correspondientes a los playones ferroviarios de 
Caballito y Palermo. 
 
d. Y de todo acto relacionado con la venta de los inmuebles en ellos 
individualizados. 
 
IV. PRUEBA 
 

A fin de esclarecer los hechos que venimos a denunciar y sin 
perjuicio de las medidas que este Tribunal estime adecuadas, se sugiere como 
prueba la siguiente: 
 
 
A) DOCUMENTAL  
 
Se ofrece como prueba la siguiente documental: 
 
1. Copia del DNI de los actores. 
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2. Copia del Convenio suscripto entre el Ministerio de Transporte de la Nación, 
la Agencia de Administración de Bienes del Estado, el Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y Autopistas Urbanas S.A., registrado en esta 
Jurisdicción bajo el N° RL-35551010-2019-DGEGRAL, y el Boleto de 
Compraventa correspondiente, registrado en esta Jurisdicción bajo el N° RL-
37047384-2019-DGEGRAL. 
3. Copia del Convenio suscripto entre Playas Ferroviarias de Buenos Aires S.A. y 
el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires registrado en esta 
Jurisdicción bajo el N° RL-35123331-2019-DGEGRAL, por el cual se vendieron a 
la Ciudad de Buenos Aires diez (10) inmuebles correspondientes a los playones 
ferroviarios de Caballito y Palermo. 
 
4. Respuesta de pedido de información de fecha 26 de abril de 2018 firmado por 
el Doctor Daniel Gustavo Ayoroa, Subdirector del Digesto Jurídico Argentino, y el 
doctor Mario Luna, Secretario Administrativo y Técnico de la Comisión Bicameral 
Permanente del Digesto Jurídico Argentino.  
 
B) INFORMATIVA: Se solicita de ordene librar oficio a la Agencia de 
Administración de Bienes del Estado a fin de que: 
 
1. Informe  el estado de situación de cada uno de los inmuebles alcanzados por los 
Decretos N° 255/2017, N° 928/2017, N° 355/2018, N° 1088/2018, N° 87/2019, N° 
345/2019 y N° 518/2019; el Convenio suscripto entre el Ministerio de Transporte 
de la Nación, la Agencia de Administración de Bienes del Estado, el Gobierno de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Autopistas Urbanas S.A., registrado en 
esta Jurisdicción bajo el N° RL-35551010-2019-DGEGRAL, y el Boleto de 
Compraventa correspondiente, registrado en esta Jurisdicción bajo el N° RL-
37047384-2019-DGEGRAL; y el Convenio suscripto entre Playas Ferroviarias de 
Buenos Aires S.A. y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
registrado en esta Jurisdicción bajo el N° RL-35123331-2019-DGEGRAL, por el 
cual se vendieron a la Ciudad de Buenos Aires diez (10) inmuebles 
correspondientes a los playones ferroviarios de Caballito y Palermo. 
 
2. Remita copia de cada uno de los expedientes administrativos que dieron 
origen a la normativa individualizada en el punto 1 y de cada uno de los 
expedientes administrativos correspondiente a cada inmueble vendido a 
privados o transferidos a la Ciudad de Buenos Aires.  
 
 
V -  P E T I T O R I O   
 

Por las razones expuestas, y las que suplirá el más elevado criterio 
del Tribunal, solicitamos: 
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1) Se tenga por presentada la denuncia penal. 
2) Se dé curso a la misma ordenándose la investigación. 
3) Se otorguen las medidas cautelares solicitadas. 

 
Proveer de conformidad. 
 
 
 
 
 
 
 

Jonatan Emanuel Baldiviezo     María Eva Koutsovitis  

 

 

 

 

Pablo Damián Spataro     Franco Armando  

 




